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SCI-1050-2013
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector 
Comisión de Asuntos Jurídicos, Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
 13 de noviembre de 2013

	
	

	Asunto:

	Sesión Ordinaria No. 2847 Artículo 12, del 13 de noviembre de 2013.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de Ley “Adición de la Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. El Artículo 88 de la Constitución Política de la República de Costa Rica prescribe:

“Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a las materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica y de las demás instituciones de educación superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír previamente al Consejo Universitario o el órgano director correspondiente de cada una de ellas”. 

2. En Sesión Ordinaria No. 2845 del Consejo Institucional, celebrada el 30 de octubre de 2013, se conoce Ref. 802-13  Boleta de Comunicación con fecha de recibido 24 de octubre de 2013, suscrita por el Dr. Julio C. Calvo Alvarado, Rector, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta copia del fax enviado por la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la  Asamblea Legislativa,  oficio CJ-306-2013 con fecha 23 de octubre de 2013, sobre la “Adicción de la Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley N° 8422, Expediente N° 18.746”, para el trámite correspondiente.  (Anexo 1).

3. Mediante oficio SCI-990-2013, con fecha  30 de octubre  de  2013, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Grettel Ortíz, Directora Oficina Asesoría Legal, se le solicita criterio sobre el Proyecto “Adicción de la Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley N° 8422.

4. La Secretaría del Consejo Institucional recibe oficio AL-680-2013, con fecha de recibido 06 de noviembre de 2013, suscrito por la Licda. Grettel Ortíz, Directora Oficina Asesoría Legal, en el cual remite criterio sobre el Proyecto “Adicción de la Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley N° 8422, Expediente N° 18.746”.  Indica que la presente iniciativa no afecta la autonomía universitaria y  recomienda apoyar el Proyecto de Ley. (Anexo 2).


 SE  ACUERDA: 

a. Pronunciarse a favor del Proyecto de Ley “Adición de la Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley N° 8422, Expediente N°18.746.

b. Recomendar a la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos, de la Asamblea Legislativa, tomar en consideración las conclusiones recomendativas emitidas por la instancia  consultada. 

c. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 


Palabras Clave:   Proyecto Ley –  Adición  -  Enriquecimiento   -    ilícito       


BSS/ars	

	ci.  Secretaría del Consejo Institucional
Vicerrectoría de Administración 
Vicerrectoría Docencia
VIE
VIESA
Sede Regional San Carlos
Centro Académico de San José
Centro Académico de Limón
Oficina de Planificación Institucional

	Oficina Asesoría Legal 
Auditoría Interna (Notificado a la Secretaria vía correo electrónico)
Comunicación y Mercadeo 
Centro de Archivo y Comunicaciones
FEITEC















ANEXO 1.

Asesoría Legal-680-2013
Memorando

PARA:	 Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
	 Consejo Institucional

DE:	 M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez, Directora
	 Asesoría Legal

FECHA:	  6 de noviembre del 2013

ASUNTO:	  Referencia oficio SCI-990-2013

Por Sesión Ordinaria N. 2845 del Consejo Institucional, celebrada el día 30   de octubre de 2013,  solicita a esta Asesoría Legal criterio relacionado con la propuesta del Proyecto de Ley “Adición de la Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley 8422 N.18.746”

Con autorización y revisión de la Directora de la Oficina de Asesoría Legal. Ms. Grettel Ortíz Álvarez se procede  a emitir criterio recomendativo por lo que  se procede conforme:

I.ANTECEDENTES:

· Presentado por el Diputado Walter Céspedes Salazar el diez de abril de 2013.
· Asignado a la Comisión de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa 21 de junio de 2013.
· Entra en el orden del día de la Comisión de Asuntos Jurídicos el dos de julio de 2013.

II PROPUESTA:

El señor diputado  propone una adición de un nuevo artículo 17 bis al capítulo II de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, N. 8422 que consiste en una prohibición de estructurales paralelas que señala:

Artículo 17 bis.- Prohibición de estructuras paralelas

Los servidores públicos no podrán crear ni formar parte de estructuras paralelas o comisiones que tengan como objetivo sustituir o avocarse competencias o funciones que corresponde ejecutar a la organización formal de las instituciones públicas. El incumplimiento de esta disposición será objeto de las sanciones y responsabilidades administrativas y penales que establece la presente ley.”

El proponente considera que ante los últimos acontecimientos que afectan “la transparencia y ética en la función pública “por lo que pretende con este proyecto dar una  respuesta a lo que llama “falta de control y la poca transparencia que se da en la creación y el funcionamiento de comisiones o estructuras paralelas formadas por altos funcionarios del gobierno”

III- ANALISIS DE LA PROPUESTA: 

CONSTITUCIÓN  POLITICA

ARTÍCULO 11.-“Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas.”
(Así reformado por el artículo único de la ley N° 8003 del 8 de junio del 2000)

CODIGO DE TRABAJO 

“Artículo 585.  Trabajador del Estado o de sus Instituciones, es toda persona que preste a aquél o a éstas un servicio material, intelectual o de ambos géneros, en virtud del nombramiento que le fuere expedido por autoridad o funcionario competente, o por el hecho de figurar en las listas de presupuesto, o en el pago por planilla. Cualquiera de estas últimas circunstancias sustituye, para todos los efectos legales al contrato escrito de trabajo”
 
LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN Y EL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

Esta ley nace no solo de una realidad social, y  el clamor de la población, ante actos que considera indebidos con afectación directa al bien común y que por ende afectaban a la ciudadanía en general. Igualmente tiene como base el cumplimiento de los compromisos asumidos por Costa Rica al ratificar en abril de 1997 la Convención Interamericana contra la Corrupción.

Los pilares fundamentales  de esta ley comprenden el “detectar, prevenir y sancionar la corrupción en la función pública”, siendo importante la participación ciudadana como vigilante de un correcto y adecuado manejo por parte de los servidores públicos, en el ejercicio de sus funciones.

Como se nota la figura del servidor público o funcionario público  es central, pues es quien tiene el deber de actuar responsablemente en las tareas asignadas, y en procura del bien común, las buenas costumbres, dentro del marco de la ética  y la moral, caso contrario estaría incumpliendo con sus obligaciones públicas, con el deber de probidad lo que le acarrearía diferentes tipos de responsabilidad.

“Artículo 1º—Fines. Los fines de la presente Ley serán prevenir, detectar y sancionar la corrupción en el ejercicio de la función pública.”

“Artículo 2º—Servidor público. Para los efectos de esta Ley, se considerará servidor público toda persona que presta sus servicios en los órganos y en los entes de la Administración Pública, estatal y no estatal, a nombre y por cuenta de esta y como parte de su organización, en virtud de un acto de investidura y con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. Los términos funcionario, servidor y empleado público serán equivalentes para los efectos de esta Ley.

Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a los funcionarios de hecho y a las personas que laboran para las empresas públicas en cualquiera de sus formas y para los entes públicos encargados de gestiones sometidas al derecho común; asimismo, a los apoderados, administradores, gerentes y representantes legales de las personas jurídicas que custodien, administren o exploten fondos, bienes o servicios de la Administración Pública, por cualquier título o modalidad de gestión.”

“Artículo 3º—Deber de probidad. El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.”

“Artículo 4º—Violación al deber de probidad. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobada y previa defensa, constituirá justa causa para la separación del cargo público sin responsabilidad patronal.”

LA LEY Y GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

“Artículo 11.-

1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.”
 
“Artículo 12.-

1. Se considerará autorizado un servicio público cuando se haya indicado el sujeto y el fin del mismo. En este caso el ente encargado podrá prestarlo de acuerdo con sus propios reglamentos sobre los demás aspectos de la actividad, bajo el imperio del Derecho.
2. No podrán crearse por reglamento potestades de imperio que afecten derechos del particular extraños a la relación de servicio.”

“Artículo 13.-

1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos.

2. La regla anterior se aplicará también en relación con los reglamentos, sea que éstos provengan de la misma autoridad, sea que provengan de otra superior o inferior competente.”
(…)
“Artículo 111.-

1. Es servidor público la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.

2. A este efecto considéranse equivalentes los términos "funcionario público", "servidor público", "empleado público", "encargado de servicio público" y demás similares, y el régimen de sus relaciones será el mismo para todos, salvo que la naturaleza de la situación indique lo contrario.

3. No se consideran servidores públicos los empleados de empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho común.

Toda persona que presta sus servicios en los órganos y en los entes de la Administración Pública, estatal y no estatal, a nombre y por cuenta de esta y como parte de su organización, en virtud de un acto de investidura y con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. Los términos funcionario, servidor y empleado público serán equivalentes.”

Esto es precisamente que la Administración está sometida al principio de legalidad.

LEY DE LA ADMINISTRACIÓN FINANCIERA DE LA REPÚBLICA Y PRESUPUESTOS PÚBLICOS

Al igual que las anteriores leyes indicadas  esta normativa pretende  el buen cumplimiento de la función pública siendo importante destacar los principios generales:

Artículo 5°- Principios presupuestarios. Para los efectos del Artículo anterior, deberán atenderse los siguientes principios presupuestarios:

a) Principio de universalidad e integridad. El presupuesto deberá contener, de manera explícita, todos los ingresos y gastos originados en la actividad financiera, que deberán incluirse por su importe íntegro; no podrán atenderse obligaciones mediante la disminución de ingresos por liquidar.

b) Principio de gestión financiera. La Administración de los recursos financieros del sector público se orientará a los intereses generales de la sociedad, atendiendo los principios de economía, eficacia y eficiencia, con sometimiento pleno a la ley.

c) Principio de equilibrio presupuestario. El presupuesto deberá reflejar el equilibrio entre los ingresos, los egresos y las fuentes de financiamiento.

d) Principio de anualidad. El presupuesto regirá durante cada ejercicio económico que irá del 1 de enero al 31 de diciembre.

e) Principio de programación. Los presupuestos deberán expresar con claridad los objetivos, las metas y los productos que se pretenden alcanzar, así como los recursos necesarios para cumplirlos, de manera que puedan reflejar el costo.

f) Principio de especialidad cuantitativa y cualitativa. Las asignaciones presupuestarias del presupuesto de gastos, con los niveles de detalle aprobados, constituirán el límite máximo de autorizaciones para gastar. No podrán adquirirse compromisos para los cuales no existan saldos presupuestarios disponibles. Tampoco podrán destinarse saldos presupuestarios a una finalidad distinta de la prevista en el presupuesto, de conformidad con los preceptos legales y  reglamentarios.

g) Principio de publicidad. En aras de la transparencia, el presupuesto debe ser asequible al conocimiento público, por los medios electrónicos y físicos disponibles.

LEY GENERAL DE CONTROL INTERNO

“Artículo 8º—Concepto de sistema de control interno. Para efectos de esta Ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos:

a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.
b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.
c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.
d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.”

“Artículo 9º—Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.”

“Artículo 10. —Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.”

PRINCIPIOS ÉTICOS DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS
Decreto Nº 33146

“EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA

Considerando:

1º—Que el artículo 11 de la Constitución Política consagra el principio de la transparencia en el ejercicio de la función pública. 

2º—Que la presente Administración observará los más altos valores éticos en sus acciones políticas y en el ejercicio de la función pública, y combatirá decidida y permanentemente la corrupción política y administrativa. El Gobierno tiene como uno de sus objetivos fundamentales asegurar el afán de servicio, la integridad, la rendición de cuentas, la transparencia, la honestidad y la racionalidad.

3º—Que es necesario dictar una directriz que contenga los principios éticos que deberán seguir los funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos y que complementen las regulaciones de orden ético emitidas por la Contraloría General de la República en la directriz D-2-2004-CO de 12 de noviembre del 2004, publicada en La Gaceta Nº 228 de 22 de noviembre del mismo año. Por tanto,

DECRETAN:

Artículo 1º—Principios. Los que ejerzan cargos de la función pública deben comportarse de acuerdo con los siguientes principios:

a) Afán de servicio: Deben tomar sus decisiones basados únicamente en el interés público. No deben hacerlo con la intención de obtener un beneficio financiero o material de cualquier tipo para sí mismos, su familia y sus amigos, derivado de las acciones, decisiones o nombramientos realizados en virtud del cargo, o del use de información obtenida en razón de este;

b) Integridad: No deben situarse en situación de obligación financiera o de cualquier otro tipo frente a cualquier persona u organización que pueda influenciarles en el desempeño de sus deberes oficiales;

c) Objetividad: Al ejecutar sus funciones públicas, incluyendo la realización de nombramientos, el otorgamiento de contratos o la concesión de recomendaciones a personas para la obtención de recompensas y beneficios, deben tomar sus decisiones de acuerdo con criterios de mérito;

d) Rendición de cuentas: Deben rendir cuentas ante los órganos públicos correspondientes, la prensa, las organizaciones de la sociedad civil y la ciudadanía en general por los actos y decisiones realizadas en el ejercicio del cargo, y someterse a cualquier forma de escrutinio que resulte apropiada para su cargo;

e) Transparencia: Deben ser tan abiertos como sea posible sobre las acciones y decisiones que realicen en ejercicio del cargo. Deben motivar adecuadamente sus decisiones y restringir la información sobre ellas únicamente cuando el interés público claramente lo demande;

f) Honradez: Deben declarar públicamente cualquier interés privado relacionado con sus deberes públicos y tomar las medidas necesarias para resolver cualquier conflicto de interés en una forma adecuada para proteger el interés público;

g) Racionalidad: Deben proteger y conservar los bienes del Estado; debiendo utilizar los que les fueron asignados para el desempeño de sus funciones de manera racional, evitando abusos, derroche o desaprovechamiento;

h) Liderazgo: Deben promover y apoyar estos principios con su liderazgo y ejemplo personal.

(Así reformado por el artículo 1° del decreto ejecutivo N° 33335 del 28 de agosto de 2006)
Artículo 2º—Procedimientos. Con el fin de asegurar la vigencia de los principios enunciados en el artículo anterior, quienes sean designados en funciones ejecutivas y ejerzan cargos dentro del gobierno de la República *deben:

*(Así reformado por el artículo 2° del decreto ejecutivo N° 33335 del 28 de agosto de 2006)

a) Declarar previamente, y por escrito, ante la autoridad competente, cualquier conflicto de interés por razones familiares, afectivas, laborales, profesionales, comerciales o empresariales, que pueda afectarles al tomar o participar en decisiones propias de su cargo;

b) Abstenerse de promulgar, autorizar, suscribir o participar con su voto favorable, en decretos, acuerdos, actos y contratos administrativos que otorguen, en forma directa, beneficios para sí mismo, para su cónyuge, compañero, compañera o conviviente, sus parientes incluso hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad o para las empresas en las que el funcionario público, su cónyuge, compañero, compañera o conviviente, sus parientes incluso hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad posean participación accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras personas jurídicas en cuyo capital social participen o sean apoderados o miembros de algún órgano social.

c) Separarse de su cargo en el evento de que un tribunal penal dicte auto de enjuiciamiento o elevación a juicio en su contra, por la supuesta comisión de cualquiera de los delitos contra los deberes de la función pública, contemplados tanto en el Libro Segundo, Título XV, Secciones I, II, III, IV y V del Código Penal -Ley Nº 4573-, como en el Capítulo V de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública -Ley Nº 8422-. Lo anterior no excluye la aplicación de otras medidas cautelares acordadas por las autoridades administrativas o judiciales competentes.

Artículo 3º—Órgano. Con el fin de asegurar la vigencia de los principios y deberes enunciados en este decreto, el Gobierno establecerá órganos competentes, de acuerdo con las siguientes reglas:

a) El Presidente de la República designará una Comisión de Ética, integrada por 3 miembros del más alto nivel encargada de asesorarlo en lo relacionado con la Ética en la Función Pública.  
(Así reformado el inciso anterior por el artículo 3° del decreto ejecutivo N° 33335 del 28 de agosto de 2006)

b) El incumplimiento en los deberes y obligaciones establecidos en el presente Decreto podrá ser denunciado por cualquier persona ante el Despacho del Presidente de la República
(Así reformado el inciso anterior por el artículo 3° del decreto ejecutivo N° 33335 del 28 de agosto de 2006)

c) La Comisión de Ética dará sus informes al Presidente de la República.  
(Así reformado el inciso anterior por el artículo 3° del decreto ejecutivo N° 33335 del 28 de agosto de 2006)

d. La Comisión de Ética trasladará cuando proceda las denuncias a la Procuraduría de la Ética.   
(Así adicionado el inciso anterior por el artículo 3° del decreto ejecutivo N° 33335 del 28 de agosto de 2006) 

Artículo 4º—Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.
Dado en San José, a los veinticuatro días del mes de mayo del dos mil seis”

IV-OBSERVACIONES:
· Se ha querido hacer una breve mención de la   múltiple y diferente normativa que regulan  el servicio público, dentro del Ordenamiento Jurídico Costarricense y las obligaciones del  actuar del  funcionario en el ejercicio de su cargo, bajo principios claros, de obediencia, lealtad, eficiencia, búsqueda del bien común, celeridad, buena fe, la responsabilidad que acarrea el incumplimiento de los deberes por acción, u omisión o bien siendo su deber no se excusare de conocer algún asunto donde está implícito algún interés que no sea el bien  común. 

· Ante los innumerables instrumentos que se han generado en contra de la corrupción, cabe preguntarse si han sido eficaces para emprender esta lucha? Los resultados son 

· reveladores  y decepcionantes y la realidad aún más.  Todo parece indicar que se necesita además de una serie de normas reguladoras de la conducta humana y en este caso de los servidores públicos, fijar la mirada hacia otros elementos que vulneran el sistema, llámese políticos, económicos, interés de diferentes tipos, entre otros.

· Ahora bien pareciera indicarse, que el incumplimiento de los deberes de algunos funcionarios públicos, quizá no se deba por  falta de legislación, ya que ha quedado demostrado el gran  volumen  de normativa existente, lo que hace pensar en la posibilidad de un divorcio  entre la norma escrita y la aplicación efectiva de la misma, asunto que con todo respeto para los señores y señoras diputadas que consultan este proyecto, debería de analizarse a profundidad.

· La existencia de lo que el señor diputado  proponente, ha llamado estructuras paralelas, ha sido un problema que se presenta en la realidad, a pesar que la normativa existente permitiría sancionar este tipo de actividades.

 V-CONCLUSIONES RECOMENDATIVAS:

1- Se considera que existe suficiente legislación  que puede ponerse en práctica en aras de la transparencia, legalidad y control del quehacer del funcionario público,  independientemente del cargo que ocupe. Pareciera que en la práctica, este tipo de controles no ha logrado a cabalidad su objetivo.
2-  A pesar de lo anterior respecto de la considerable cantidad normativa sobre corrupción y debido a las condiciones  y principios que deben prevalecer en el funcionario público tales como: transparencia, lealtad, honestidad, bien común, y demás  principios que deben seguirse en  la función pública, y eliminarse prácticas que en la realidad han sido  nocivas, se considera recomendable apoyar el presente  proyecto de ley.
3- La presente iniciativa se considera que no afecta la autonomía institucional.

Cordialmente.

GOA/sga.

Elaborado por: Licda. Marielos Medaglia Gómez

C.c.: Miembros Consejo Institucional

Ref.: Sobre pronunciamiento Proyecto Ley Adición Ley contra Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública Ley 8422
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